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SALUD / SENTENCIA PREVIA EN TUTELA / DEBE ACUDIR AL DESACATO / PREMATURA / IMPROCEDENTE - El señor Alexánder Antonio Rodríguez Valencia instauró acción de tutela para obtener se ordenara a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional: a) indagar de forma completa su condición de salud y posteriormente corregir la actuación de la autoridad médica laboral; b) resolver, antes del mes de marzo de 2018, fecha en que se producen los ascensos, su situación médico laboral de forma definitiva y c) declarar su aptitud para ascender al cargo de intendente.
(…)
Por sentencia del pasado 22 de febrero, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de esta ciudad, se concedió el amparo solicitado y se ordenó a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional convocar a Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía y remitir el expediente para que se defina la situación médica laboral del actor; b) al citado Tribunal emitir pronunciamiento de fondo sobre su calificación de pérdida de la capacidad laboral y su aptitud para el servicio. En todos esos trámites, el actor debía ser escuchado y c) a la Policía Nacional, una vez cumplido lo anterior, iniciar las gestiones para determinar su ascenso.
(…)

Comparada esa acción de tutela con la que es objeto de estudio en esta providencia se puede concluir que si bien muestran similitud en algunos hechos y pretensiones, en la presente se alegan nuevas situaciones, específicamente lo relativo a la protección de la estabilidad laboral reforzada y el derecho a la salud que dice se encuentran amenazados con la decisión por medio de la cual se definió su situación médico laboral. Por tanto es posible resolver el fondo del asunto, únicamente respecto de esas específicas circunstancias.

No ocurre lo mismo respecto de la solicitud dirigida a obtener el ascenso de cargo, pues, como se vio, dicha circunstancia ya fue definida en aquella primera acción de amparo y por tanto, además de que sobre ese aspecto la Sala se encuentra impedida de hacer cualquier pronunciamiento al estar presente el fenómeno de la cosa juzgada. Por tanto, si el actor considera que la Policía Nacional desobedeció lo ordenado en la referida sentencia, debe acudir al incidente de desacato.
(…)

Referente a las solicitudes que por ser diferentes a las elevadas en la primera acción de tutela, merecen otra clase de pronunciamiento, y que se concretan en que las entidades accionadas lesionan sus derechos a la salud y a la estabilidad laboral reforzada, la Sala comparte el argumento del juez de primera instancia, en relación a que en la actualidad el amparo resulta prematuro, pues de acuerdo con la información suministrada por el Director de Talento Humano de la Policía Nacional, el demandante se encuentra activo en el servicio y hasta la fecha no se ha proferido acto de retiro alguno. Es decir, que en este momento ninguna vulneración se puede atribuir a las entidades accionadas, ni es posible definir cuestiones futuras, ya que además, si eventualmente se produce decisión como la anotada, el actor tiene a su disposición los recursos de la vía administrativa para ejercerlos en su contra y puede elevar las peticiones que estime necesarias para evitar quedar desprotegido frente a aquellas garantías.

Este último trámite es de imperiosa necesidad para la procedencia de la acción de tutela, si se tiene en cuenta que precisamente uno de los requisitos de procedibilidad de este mecanismo es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad .
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Acta No. 183 del 28 de mayo de 2018

Expediente No. 66001-31-03-002-2018-00309-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el señor Alexánder Antonio Rodríguez Valencia, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 16 de abril último, en la acción de tutela que instauró contra la Policía Nacional y el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, a la que fue vinculada la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional de Risaralda.

ANTECEDENTES

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 1º de mayo de 2011, cuando se dirigía a su lugar de trabajo, sufrió un accidente de tránsito que le causó varias lesiones, entre ellas la ruptura de ligamentos cruzados de la rodilla derecho, fracturas de tercio medio en fémur derecho y del tercio medio en cúbito y radio del brazo derecho.
1.2 El proceso de rehabilitación, que se extendió por más de seis años, no restableció completamente su estado de salud, pues sufrió una trombosis venosa profunda, seguida de anquilosis, artrosis y osteomielitis crónica. Lo anterior, impidió la práctica del reemplazo total de la rodilla derecha.

1.3 El 3 de enero de 2013 la Policía Nacional le notificó la Calificación del Informe Administrativo Prestacional por Lesión No. 035/2011, en el que se determinó que el accidente que sufrió fue de carácter laboral, ya que se encontraba cumpliendo una orden impartida por el superior de esa entidad. Además se dijo que no había tenido responsabilidad en 
el siniestro.  
1.4 El 11 de enero de 2017, luego de varios tratamientos de recuperación funcional, el ortopedista tratante emitió concepto definitivo en los siguientes términos: fractura y osteomielitis fémur derecho, ruptura de ligamento cruzado y anquilosis de rodilla derecha, dolor crónico intratable, rodilla rígida en flexión con anquilosis, acortamiento de 6 centímetros, artrosis temprana en paciente joven y “secuela definitiva mal pronóstico”.

1.5 Tomando como referencia ese dictamen y el concepto favorable de reubicación laboral expedido por el Área de Seguridad Social y Salud en el Trabajo de la Seccional de Sanidad Risaralda, la Junta Médico Laboral de Manizales, por medio de acto No. 6749 de 2017, determinó una pérdida de la capacidad laboral del 37,36%, la no aptitud para el servicio y recomendó la reubicación laboral en actividades administrativas.

1.6 Entre el 1º de mayo de 2011 y el 28 de diciembre de 2017 estuvo apartado de las actividades policiales, por excusa total, y a partir del 29 de diciembre de 2017 tuvo excusa parcial. En esa última fecha se presentó a las instalaciones de la Regional de Inteligencia Policial No. 3, “saliendo… con 240 días de vacaciones”.
1.7 El 18 de enero de 2018 presentó ante la Secretaría de Medicina Laboral de la Seccional de Sanidad Risaralda la ficha médico-odontológica para su ascenso al grado de intendente que debía darse en marzo siguiente, teniendo en cuenta que para ese momento ya debía tener resuelta su situación médico laboral, pues, además, “había sido aplazado desde septiembre de 2015 (época en que debía ascender a intendente) porque aún estaba en tratamiento médico”. No obstante, le comunicaron que el proceso nuevamente quedaba postergado.

1.8 En respuesta a la petición que elevó para que le informaran las razones que llevaron al aplazamiento del ascenso, el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda dijo que había sido declarado no apto, con reubicación en laborales administrativas y que se remitió el caso a la Dirección de Sanidad para la evaluación por el Tribunal Médico Laboral de las Fuerzas Militares y Policía.

1.9 El pasado 9 de febrero instauró acción de tutela por la vulneración de su derecho al debido proceso administrativo generada por el citado aplazamiento y por la falta de indagación sobre los motivos que llevaron a conceder más días de incapacidad, luego de la Junta Médica Laboral del 9 de agosto de 2017. Esa actuación se definió mediante sentencia del 22 de aquel mes, en la que se concluyó que la entidad accionada había incurrido en irregularidades en el trámite de calificación de su capacidad psicofísica y ordenó: a) a la Dirección de Sanidad convocar a Tribunal Médico y remitir el expediente para la definición de su situación médico laboral; b) al Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía emitir pronunciamiento de fondo sobre la calificación de pérdida de la capacidad laboral y aptitud para el servicio, “en tales actos deberá ser oído en sus dichos” y c) a la Policía Nacional que una vez cumplido lo anterior inicie las gestiones para determinar su ascenso.
1.10 El objeto de esa acción constitucional era la protección de su derecho al ascenso, mas no una nueva calificación de la capacidad laboral pues además nunca apeló la decisión contenida en el acta No. 6749 de 2017.
1.11 El 1º de marzo pasado compareció ante el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía. Allí, frente a la indagación a la que fue sometido sobre las razones por las cuales acudió a esa instancia, informó que ello procedió por las irregularidades que llevaron al aplazamiento del ascenso. Sin embargo, esa autoridad procedió a emitir una nueva calificación en la cual disminuyó a 49,27 el porcentaje de pérdida de su capacidad laboral y se abstuvo de sugerir la reubicación en laborales administrativas.
1.12 Frente a esa determinación expresa que: a) es contraria a los principios de presunción de firmeza de la primera acta médica laboral, non reformatio in pejus y expectativa legítima y al derecho al trabajo de las personas en situación de discapacidad; b) desconoce los conceptos favorables de reubicación laboral emitidos por el médico tratante y el Jefe del Área de Seguridad y Salud en el Trabajo; c) la afirmación que contiene respecto a que en el último control por infectología se encontró una osteomielitis no activa es parcialmente cierta pues la bacteria alojada en el interior del hueso nunca desaparece; d) esa decisión implica su exclusión del sistema de salud, circunstancia de gravedad si se tiene en cuenta su diagnóstico médico y la posible reactivación de la osteomielitis, obstaculiza el acceso a la pensión de invalidez, afecta la estabilidad reforzada de las personas con discapacidad, pues hasta el momento cuenta con un tiempo acumulado de servicio de 18 años y por ello se encuentra a dos años de adquirir la asignación de retiro por disminución de la capacidad psicofísica e impide su reubicación laboral, a pesar de que tiene formación académica y experiencia suficiente para desempeñar actividades administrativas o de docencia. Así mismo, contrario a lo indicado acerca de que las secuelas del accidente le impiden prestar tales servicios, en la Policía Nacional existen cargos que no requieren mayores esfuerzos físicos y a pesar de su diagnóstico médico obtuvo, durante su convalecencia, títulos de abogado, especialista en pedagogía universitaria y de investigación criminal y magister en derecho público, por ello no tiene limitaciones de tipo verbal, emocional o cognitivo y puede prestar tales servicios. Indicó que si bien se postuló para el cargo de tutor virtual, no obtuvo respuesta; e) no es cierto que los conceptos de neurocirugía registren dolor en la rodilla en reposo, al andar y al estar en pie, ya que aún no se ha proferido diagnóstico de definitivo de su estado de salud y el médico tratante hizo esa afirmación “en el entendido que se trató de la asintomatología”, pero nunca se recomendó tratamiento alguno “trasladando el manejo de esta situación a clínica del dolor, sin que a la fecha tal solicitud haya sido autorizada por la Policía”; f) se redujeron dos puntos del índices de lesión en su rodilla derecha, a pesar de las notorias y graves secuelas que presenta en esa región y g) si la pérdida de la capacidad laboral es inferior al 50% la entidad accionada no podía declarar su ineptitud o dejar de sugerir la reubicación laboral.   
1.13 La acción de tutela procede como mecanismo definitivo al tratarse de una persona con discapacidad física a causa de un accidente de trabajo, razón por la cual los mecanismos ordinarios de defensa judicial carecen de idoneidad. 

2. Considera lesionados los derechos al debido proceso administrativo, seguridad social, estabilidad reforzada, reubicación laboral y mínimo vital. Para su protección solicita se ordene: a) al Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía dejar sin efectos el ordinal 6 del punto V de las consideraciones y el literal b) del punto VI de las decisiones del acta de 2 de marzo de 2018 y en su lugar continuar con la reubicación laboral, reconocido por acta del 9 de agosto de 2017; b) a la Policía Nacional adoptar medidas para eliminar la amenaza de sus derechos, que se pueda derivar de la evaluación realizada por el citado Tribuna Médico Laboral y lo ascienda al grado de intendente.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 2 de abril se admitió la acción y se ordenó vincular a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda. 
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Jefe Seccional de Sanidad Risaralda informó que la entidad    que representa adelantó las gestiones propias de su competencia       ya que surtió el trámite médico laboral a favor del accionante, que culminó con la celebración de la junta No.6749 de 9 de agosto           de 2017 y en cumplimiento de la orden impuesta por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento local, remitió el expediente del accionante al Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, el cual esa la autoridad encargada de dictaminar su pérdida de la capacidad laboral. Además, que en razón a que el accionante fue “favorecido mediante fallo constitucional” con una protección integral, se ha procurado garantizarle los servicios de    salud que requiere.
2.2 El Jefe de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Dirección de Inteligencia Policial solicitó la desvinculación de esa entidad ya que los hechos de la demanda involucran solamente al Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía.
2.3 El Director de Talento Humano de la Policía Nacional indicó que el citado Tribunal recomendó la no reubicación laboral del demandante y al ser calificado como no apto y con 49,27% de pérdida de la capacidad laboral, la Policía debe proceder a retirarlo del servicio, con sustento en la causal de disminución de la capacidad psicofísica, establecida en el artículo 54 inciso 1º y 55 numeral 3 del Decreto 1791 de 2000. De lo contrario se desconocería la decisión de la entidad competente y se pondría en riesgo no solo al accionante sino a la institución, pues las normas que rigen la carrera institucional obligan a adoptar ese tipo de decisiones, so pena de incurrir en conductas omisivas. Así mismo, como el actor no fue declarado gran inválido puede procurarse su subsistencia con otras actividades laborales. No obstante a la fecha el actor continúa activo en la institucional, pues aún no se ha materializado su retiro. Respecto al ascenso solicitado, dijo que mediante Actas Nos. 001 y 002 de 2018 la Junta de Evaluación y Calificación decidió no proponerlo en este caso ya que se incumplen los requisitos establecidos en el artículo 21 del citado Decreto al ser reportado por DISAN como aplazado. En este punto explicó que el accionante carece de las condiciones físicas para ser promovido a grado superior, permaneció por más de seis años fuera de la actividad policial, no se encuentra entre las excepciones contempladas por el parágrafo tercero del mencionado artículo y el derecho al ascenso no se adquiere por automáticamente por el paso del tiempo. La acción de amparo no satisface el requisito de la subsidiariedad ya que el demandante cuenta con otros medios ordinarios para reprochar la actuación administrativa.
2.4 La Asesora Jurídica del Tribunal Médico Laboral de Revisión señaló que el acta del 2 de marzo de 2018 por medio del cual se definió la situación médica laboral del accionante, por disposición del artículo 22 del Decreto 1796 de 2000, es irrevocable y obligatoria, y frente a ella solo proceden las acciones jurisdiccionales respectivas. La recomendación de no reubicación laboral allí contenida, se adoptó de acuerdo con los criterios científicos de los médicos tratantes y la valoración realizada por ese Tribunal el 1º de marzo de 2018. Además, esta decisión no es imperativa y la Policía Nacional es la autoridad que en definitiva decide sobre la reubicación. El citado trámite se surtió en obedecimiento al fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de esta ciudad y  se respetaron “las garantías procesales y técnicas”.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 16 de abril pasado, en la que se negó el amparo reclamado.
Para así decidir, el funcionario de primera instancia empezó por señalar que en este caso se cumplen los requisitos de procedencia de la acción de tutela, pues las partes se encuentran legitimadas en la causa, existe inmediatez ya que el acta de junta médico laboral se profirió el 2 de marzo pasado y al tratarse de un sujeto de especial protección al cual se le puede causar un perjuicio irremediable, por el retiro del servicio activo, se considera superado el presupuesto de la subsidiariedad.
Respecto al fondo del asunto dijo que de conformidad con los hechos de la demanda, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento local amparó los derechos fundamentales del actor y ordenó a la Dirección de Sanidad convocar a Tribunal Médico Laboral  determinar su pérdida de capacidad laboral e iniciar las gestiones para definir su ascenso laboral. De esta determinación concluyó que: a) si lo que pretendía el actor con esa acción no era obtener una nueva calificación sino obtener el ascenso de cargo, la queja resulta extemporánea pues para cuestionar aquella decisión ha debido formular en su contra el recurso de impugnación y no formular objeciones luego de que cobrara ejecutoria. Le asiste razón entonces a las entidades accionadas en relación a que la convocatoria del Tribunal Médico Laboral se produjo en obedecimiento a esa sentencia constitucional y b) allí también se resolvió lo relativo al ascenso del accionante “de manera que la eventual ausencia de pronunciamiento se enmarca en el desacato a esa orden concreta e impide que por la misma vía del amparo constitucional se imponga adoptarla en favor de los intereses del actor”.
Frente al alegato del actor relativo a que el dictamen proferido por esa última autoridad desconoce la primera calificación de pérdida de la capacidad laboral, estimó que la función de ese Tribunal es precisamente la de resolver los reparos que se formulen contra las decisiones de las Juntas Médicas Laborales y convocatoria también procede a solicitud de la Dirección de Sanidad, tal como ocurrió en este caso. Así mismo, tampoco se infringe el principio de no reformatio in pejus, ya que la determinación reprochada no se profirió en trámite de apelación iniciado por el actor. 

De otro lado, afirmó, en este asunto aún no se han proferido los actos administrativos que resuelvan sobre el ascenso o el retiro del servicio del accionante y como su aspiración principal es permanecer en la institucional bajo el fuero de estabilidad reforzada, el amparo resulta prematuro.
4. Inconforme con el fallo, el actor lo impugnó. Alegó que: a) el juez de primera instancia dejó de valorar el concepto del neurocirujano “que nunca existió y que demostró en el expediente de tutela… y con el cual dicho organismo médico-laboral negó la reubicación laboral… este fue un elemento que reconoció explícitamente la Seccional de Sanidad”. También omitió aplicar el principio de favorabilidad ya que en este caso el Tribunal Médico Laboral definió la cuestión con sustento en el Decreto 094 de 1989, norma más desfavorable y negó la reubicación laboral sin justificación técnica científica; c) aunque se dijo que el amparo era prematuro ya que no existía decisión de fondo sobre su retiro, la respuesta de la Policía Nacional es contundente al afirmar que las conclusiones del dictamen practicado por el Tribunal Médico Laboral impone aquella consecuencia; d) frente a la posibilidad de impugnar el primer fallo de tutela, dijo que el citado Tribunal estaba llamado a corregir lo ocurrido frente a los aplazamientos ordenados por la Dirección de Sanidad Regional, pero que, por el contrario, “lo que hizo fue perpetuar la vulneración a los derechos fundamentales”; e) en la evaluación médica ocupacional, que es vinculante para la Policía Nacional, realizada por el Área de Seguridad y Salud en el Trabajo de Sanidad Risaralda, se concluyó que puede realizar actividades tendientes a “fortalecer las relaciones con la comunidad propias de la Policía” y puede desempeñarse en laborales administrativas, pues no existe limitaciones de carácter verbal, emocional o cognitivo y f) reiteró que a consecuencia de las decisiones adoptadas por la accionada, sería desvinculado del servicio de salud, a pesar de que por las patologías que sufre requiere controles médicos permanentes, y se desconocería el principio del retén social.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso: a) procede la tutela para dejar sin efectos el dictamen emitido por el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía y ordenar ascender de grado policial al accionante. Solo de serlo, se establecerá si las entidades accionadas incurrieron en lesión de los derechos al debido proceso administrativo, seguridad social y estabilidad laboral reforzada, tal como lo alega el actor y b) si se presentó el fenómeno de la cosa juzgada.

3. Para empezar por esto último, es necesario analizar la prueba documental aportada, relacionada con la acción de tutela a la que se hace referencia en los hechos de la demanda, que acredita los siguientes hechos:

3.1 El señor Alexánder Antonio Rodríguez Valencia instauró acción de tutela para obtener se ordenara a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional: a) indagar de forma completa su condición de salud y posteriormente corregir la actuación de la autoridad médica laboral; b) resolver, antes del mes de marzo de 2018, fecha en que se producen los ascensos, su situación médico laboral de forma definitiva y c) declarar su aptitud para ascender al cargo de intendente.

Como sustento de esas súplicas dijo que el 1º de mayo de 2011 sufrió un accidente que fue catalogado como laboral y que le produjo varios traumatismos en pierna y brazo derecho. Con base en el concepto médico definitivo, el 9 de agosto de 2017 la Junta Médico Laboral de Manizales lo calificó con pérdida de la capacidad laboral del 37,66%, determinó su no aptitud para el servicio y su reubicación laboral en actividades administrativas. El 18 de enero de este año presentó la ficha médico odontológica a fin de obtener su ascenso a intendente, pero recibió respuesta de “aplazado”. Sin embargo, para adoptar esa última decisión, con la cual se retrasa el trámite de ascenso al que dice tener derecho, la accionada se limitó a revisar sus bases de datos, mas no indagaron sobre sus condiciones reales de salud. Tampoco se tuvo en cuenta que durante el término de incapacidad cualificó su profesión de policía al obtener título de abogado y varios posgrados
.
3.3 Por sentencia del pasado 22 de febrero, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de esta ciudad, se concedió el amparo solicitado y se ordenó a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional convocar a Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía y remitir el expediente para que se defina la situación médica laboral del actor; b) al citado Tribunal emitir pronunciamiento de fondo sobre su calificación de pérdida de la capacidad laboral y su aptitud para el servicio. En todos esos trámites, el actor debía ser escuchado y c) a la Policía Nacional, una vez cumplido lo anterior, iniciar las gestiones para determinar su ascenso.

Para decidir así, se consideró que las entidades accionadas vulneraron el derecho al debido proceso administrativo del actor ya que aunque frente al acta del 9 de agosto de 2017, emitida por la Junta Médico Laboral de Manizales, se dejó de formular recurso alguno, luego de esa fecha se generó una incapacidad total permanente a favor del accionante, se produjo “concepto de capacidad psicofísica aplazado” y se convocó al Tribunal Médico Laboral para que definiera el caso, a lo que no se ha procedido. Todas estas circunstancias, configuran irregularidades en el proceso de calificación de la capacidad psicofísica del demandante, las cuales han “incidido de manera determinante en el proceso de ascenso”
.
3.3 Esta providencia no fue impugnada y en la actualidad el trámite se encuentra en revisión ante la Corte Constitucional
.
4. Comparada esa acción de tutela con la que es objeto de estudio en esta providencia se puede concluir que si bien muestran similitud en algunos hechos y pretensiones, en la presente se alegan nuevas situaciones, específicamente lo relativo a la protección de la estabilidad laboral reforzada y el derecho a la salud que dice se encuentran amenazados con la decisión por medio de la cual se definió su situación médico laboral. Por tanto es posible resolver el fondo del asunto, únicamente respecto de esas específicas circunstancias.
5. No ocurre lo mismo respecto de la solicitud dirigida a obtener el ascenso de cargo, pues, como se vio, dicha circunstancia ya fue definida en aquella primera acción de amparo y por tanto, además de que sobre ese aspecto la Sala se encuentra impedida de hacer cualquier pronunciamiento al estar presente el fenómeno de la cosa juzgada. Por tanto, si el actor considera que la Policía Nacional desobedeció lo ordenado en la referida sentencia, debe acudir al incidente de desacato.
En efecto, por sabido se tiene que las órdenes impuestas mediante fallos de tutela para proteger derechos fundamentales deben ser cumplidas por el infractor. De no hacerlo, el interesado debe poner en conocimiento del juez competente tal hecho con el fin de que se adopten las medidas que la ley le otorga para obtener que sean acatadas, así como acudir al incidente de desacato, pero no se le faculta promover una nueva solicitud de amparo para sustituir esos trámites.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“22.- Según la reiterada jurisprudencia de esta Corporación
, la existencia  de los dos mecanismos judiciales explicados determina la improcedencia de la acción de tutela para lograr el cumplimiento de los fallos de tutela, al ser estas vías idóneas y eficaces para tal fin en vista de la amplitud de los poderes que se otorgan al juez de tutela. Como se vio, éste mantiene la competencia para obtener el acatamiento de las sentencia de tutela hasta que el derecho fundamental sea restablecido o la amenaza desaparezca y para ello puede adoptar `todas las medidas necesarias´, incluso las sanciones previstas ante el desacato.

La anterior conclusión se basa primordialmente en el respeto del principio de subsidiariedad de la acción de tutela, de conformidad con el cual esta sólo procede en ausencia de otro mecanismo judicial de defensa o cuando éste no resulta idóneo o eficaz (artículo 86 de la Constitución y artículo 6 del decreto 2591 de 1991), pero también ha indicado la Corte que el uso de la acción de tutela para estos fines podría `dar lugar a una serie interminable de tutelas que sólo contribuirían a desvirtuar la naturaleza misma de la acción´
.”
.
6. Lo anterior también se puede predicar respecto de la queja del accionante frente a la decisión del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía por medio de la cual revocó el dictamen proferido por la Junta Médica de Manizales, pues, como lo demuestran las pruebas allegadas, en aquella primera acción de tutela solicitó se ordenara a las demandadas indagar sobre su condición de salud de manera completa a efecto de definir su situación médica laboral. 
Es decir que si lo que pretende el actor con la presente acción de amparo es que se ordene dejar sin efectos el dictamen proferido por el Tribunal Médico Laboral, ya que, según dice, no tuvo en cuenta los conceptos favorables de reubicación laboral emitidos por el médico tratante y el Jefe del Área de Seguridad y Salud en el Trabajo, el diagnóstico del neurocirujano, su condición real de salud para efecto de desempeñar cargos administrativos o de docencia y la gravedad de su lesión de rodilla, ello, en esencia, no es nada diferente a lo que ya había solicitado en la primera acción constitucional que formuló.
Así mismo, si el actor consideraba que la orden de la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira dirigida a emitir un pronunciamiento de fondo sobre el porcentaje de pérdida de capacidad laboral y aptitud para el servicio, dejaba la margen los términos en que debía emitirse, concretamente los relacionados al estudio integral de su historia clínica, tal como lo pidió, ha debido formular recurso de impugnación contra ese fallo, a fin de que se complementara esa determinación y no acudir nuevamente a este medio para remediar su omisión. 
El accionante también alega que lo que pretendía con la primera acción de tutela era simplemente obtener el ascenso a que dice tener derecho, mas no una nueva calificación de su capacidad para trabajar. Sin embargo, al revisar esa demanda se puede concluir que una de las solicitudes que contiene, era precisamente que se produjera una determinación definitiva sobre su estado médico laboral y a ello accedió el citado juzgado penal. 
6. Referente a las solicitudes que por ser diferentes a las elevadas en la primera acción de tutela, merecen otra clase de pronunciamiento, y que se concretan en que las entidades accionadas lesionan sus derechos a la salud y a la estabilidad laboral reforzada, la Sala comparte el argumento del juez de primera instancia, en relación a que en la actualidad el amparo resulta prematuro, pues de acuerdo con la información suministrada por el Director de Talento Humano de la Policía Nacional, el demandante se encuentra activo en el servicio y hasta la fecha no se ha proferido acto de retiro alguno. Es decir, que en este momento ninguna vulneración se puede atribuir a las entidades accionadas, ni es posible definir cuestiones futuras, ya que además, si eventualmente se produce decisión como la anotada, el actor tiene a su disposición los recursos de la vía administrativa para ejercerlos en su contra y puede elevar las peticiones que estime necesarias para evitar quedar desprotegido frente a aquellas garantías.

Este último trámite es de imperiosa necesidad para la procedencia de la acción de tutela, si se tiene en cuenta que precisamente uno de los requisitos de procedibilidad de este mecanismo es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad
. 

7. En estas condiciones, el fallo impugnado será confirmado, aunque se modificará en razón a que no ha debido haberse negado el amparo, sino declararse improcedente por los motivos anotados. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 16 de abril pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Alexánder Antonio Rodríguez Valencia contra la Policía Nacional y el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, a la que fue vinculada la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional de Risaralda, aunque se modifica en el sentido de declarar improcedente el amparo.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

(Vienen firmas de sentencia de primera instancia proferida en la sentencia de tutela radicada No. 66001-31-03-002-2018-00309-01)
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Con aclaración de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 12 a 16 cuaderno No. 2


� Folios 29 a 33 cuaderno No. 1


� Ver constancia de la Secretaria del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento visible a folio 25 cuaderno No. 2


� Sentencias T-608 de 2000, T-226 de 2003, T-632 de 2006, T-217 de 2007, T-210 de 2008,  T-956 de 2010.


� Sentencia T-632 de 2006.


� Corte Constitucional. Sentencia T-632 de 2006.


� Sobre el particular la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia de tutela del 27 de noviembre de 2013. M.P.: Fernando Giraldo Gutiérrez, expresó: “La salvaguarda es improcedente si quien la interpone no ha acudido a las autoridades censuradas para poner de presente su reclamo, pues, como lo ha indicado la jurisprudencia, las controversias en torno a las determinaciones de la administración deben discutirse ante la institución que las emitió o en la jurisdicción correspondiente, antes de suplicar resguardo por esta vía…”
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